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y será presentado al Consejo Permanente de la Organización
CUARTO INFORME TRIMESTRAL DEL SECRETARIO GENERAL SOBRE LA SITUACION EN HAITI Y SOBRE LA LABOR DE LA MISION ESPECIAL DE LA OEA PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA EN HAITI, DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCION AG/RES. 2058 (XXXIV-O/04)

ANTECEDENTES


En este cuarto informe del Secretario General al Consejo Permanente, de conformidad con el párrafo 15 de la resolución AG/RES 2058, del 8 de junio de 2004, se describe la situación actual de Haití y se examina la labor de la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití (la Misión Especial), incluido el Programa de la OEA para la Asistencia Técnica Electoral a Haití, entre mediados de marzo y mediados de mayo de 2005. Asimismo, el informe ofrece un breve panorama de la implementación de las recomendaciones formuladas en la resolución AG/RES 2058 (XXXIV-O/04). 

LABOR DE LA MISION ESPECIAL


De acuerdo con el párrafo 2 de la resolución 2058, por el que se solicitaba que la Misión Especial de la OEA asistiera al Consejo Electoral Provisional de Haití en la preparación, organización y supervisión de las elecciones, se estableció en Port-au-Prince el Programa de la OEA para la Asistencia Técnica Electoral a Haití. Conforme al mandato, este Programa de Asistencia Electoral funciona en colaboración con la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH).   De acuerdo con el memorandum de entendimiento con la ONU, la responsabilidad primordial del Programa de Asistencia Electoral es asistir al CEP en la inscripción de electores, tarea que comenzó el 25 de abril.  


De conformidad con el párrafo 8 de la resolución 2058, en el que se reafirmaba la necesidad de empeñarse en fortalecer las instituciones democráticas y en proteger los derechos humanos, la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití reanudó su labor con las principales instituciones. Se trazaron los planes de trabajo y se inició la implementación en las áreas de la seguridad, la justicia, la gobernanza y los derechos humanos.  Con la aprobación de la resolución 1542 del Consejo de Seguridad de la ONU, por la que se aprobó la MINUSTAH, el mandato de la OEA en materia de seguridad fue en su mayor parte asumido por la MINUSTAH. 


La Misión Especial de la OEA facilitó la contratación de 21 consultores especializados de nacionalidad haitiana por parte del Gobierno de Haití a efectos de que actuaran en varios ministerios del gobierno provisional para ayudar en la formulación e implementación de políticas.


Un asesor técnico siguió actuando en estrecho contacto con el Director General de la Policía Nacional de Haití (PNH), con miras a la consolidación de la capacidad de liderazgo de esta y a introducir mejoras sustanciales en la selección y capacitación de oficiales de alto rango, inclusive los comisarios e inspectores.  La labor del asesor técnico permitió también desarrollar la capacidad de la PNH para preparar y ejecutar operaciones de seguridad.


La Misión Especial de la OEA estableció un proyecto de verificación de antecedentes para la PNH, con el apoyo financiero y la colaboración del Departamento de Estado de los Estados Unidos. Desde su creación, el equipo del proyecto estableció un plan general de reclutamiento y de investigación de antecedentes para los cargos de alto rango de la PNH. El equipo entrevistó a 2.200 candidatos para las promociones 15º, 16º, y 17º de la PNH, incluidos unos 400 ex militares. En muchos casos, el control minucioso de los antecedentes dio lugar a la eliminación de candidatos con antecedentes penales o que habían usado medios fraudulentos para ingresar a la Academia de Policía, lo que resulta un factor positivo para restablecer gradualmente la confianza del público en el instituto policial.


El Pilar de la Justicia de la Misión Especial de la OEA realizó el año pasado un análisis de las necesidades de capacitación de los funcionarios judiciales de Haití, incluidos los fiscales y jueces del Estado. En tal sentido, diseñó un programa de capacitación basado en tales necesidades, el cual hasta la fecha incluyó la capacitación de fiscales en el Ministerio Público de México. Asimismo, la Misión Especial de la OEA acompañó el establecimiento de una red de corresponsales de asuntos jurídicos que actúan en los medios de comunicaciones locales. Durante el período objeto del presente informe, cinco jueces provinciales de Haití se trasladaron a La Serena, Chile, para asistir a cursos de capacitación de tres semanas sobre reformas penales desde una perspectiva regional, organizados por la Universidad del Mar, la Red Interamericana de Jueces y el Centro de Estudios de Justicia de las Américas.


La Misión Especial de la OEA también actuó con las organizaciones de derechos humanos y de la sociedad civil, incluida la Oficina del Defensor del Pueblo del Estado, brindándoles asesoramiento técnico en su adaptación a las nuevas dificultades de la transición. Tras una evaluación detallada de sus necesidades, la Misión Especial de la OEA aportó financiamiento para equipo, consultores especializados y capacitación adecuada de trabajadores en todo el país. Una organización de la sociedad civil activa en el control de los derechos humanos en un vecindario turbulento e indigente de Cité Soleil recibió equipo de oficina y la Misión Especial facilitó las actividades de extensión del Comité de Abogados sobre las Libertades Individuales (CARLI), empeñado en crear conciencia pública sobre el derecho internacional en materia de derechos humanos. La Comisión Paz y Justicia de la Iglesia Católica también recibió subsidios para brindar capacitación en el control de los derechos humanos, al igual que la Red Nacional para la Defensa de los Derechos Humanos (antes denominada Coalición Nacional de los Derechos de los Haitianos). Asimismo, brindó asesoramiento técnico a organizaciones de derechos humanos en la preparación de denuncias a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La Misión Especial también supervisó muy estrechamente la situación relativa a los casos de integrantes del anterior gobierno, respecto de lo cual se brindará información en otras secciones del presente informe.


De acuerdo con el punto resolutivo 14 de la resolución 2058, la Misión Especial de la OEA brindó apoyo especial en logística y comunicaciones para dos visitas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a Haití; una, en septiembre de 2004, ocasión en que una delegación de la Comisión visitó Gonaives y Cap Haitien.  La visita más reciente, en abril de 2005, se centró en la administración de justicia. En la ocasión, la Comisión brindó capacitación en el sistema interamericano a funcionarios gubernamentales, incluida la promoción y protección de los derechos humanos, con particular acento en cómo responder a los pedidos de información de la Comisión.


Conjuntamente con el Departamento de Asuntos Democráticos y Políticos de la Secretaría General de la OEA, la Misión Especial facilitó la participación de una delegación de tres políticos haitianos de diferentes partidos en la Reunión del Caribe del Foro Interamericano de Partidos Políticos, celebrada en Montego Bay, Jamaica, del 27 al 29 de abril, ocasión en que se abordaron los desafíos particulares que enfrentan los partidos políticos haitianos.

SITUACION POLITICA Y PROCESO ELECTORAL


Un hecho sumamente positivo fue el inicio de la inscripción de electores en la ciudad de Gonaives, el 25 de abril. Asimismo, los partidos políticos celebraron asambleas, en algunos casos, con la presentación de candidatos a la presidencia y a otros cargos. Dado el gran número de partidos políticos de Haití, la consolidación de algunos fue un signo alentador, en particular en el caso de tres partidos que formaron la Fusión de Socialdemócratas, un partido vinculado a la Internacional Socialista. Estos hechos ocurrieron pese a las graves y persistentes preocupaciones por la seguridad y a una ola de secuestros con pedidos de rescate. El secuestro por 24 horas de Jean Enol Buteau, Secretario General del Movimiento de Reconstrucción Nacional, fue motivo de preocupación denunciado por la reunión para el Caribe del Foro Interamericano de Partidos Políticos, celebrada en Montego Bay. 


El estímulo del proceso electoral fue el elemento central del Consejo de Seguridad de la ONU, en el curso de una visita a Haití, del 13 al 16 de abril. El Consejo de Seguridad felicitó a la MINUSTAH por su labor de estabilización del país en preparación de las elecciones y recomendó la prórroga de su mandato. Asimismo, el Consejo de Seguridad pidió a las autoridades que aceleraran el debido proceso en los casos de prolongadas detenciones previas al juicio.


A mediados de abril, un grupo asesor ad hoc del Consejo Económico y Social de la ONU visitó Haití por cuatro días para reunir información sobre su plan a largo plazo para el país. El grupo asesor ad hoc declaró al partir que sus prioridades en materia de proyectos comprenden la educación, el medio ambiente y la infraestructura. 


El 6 de abril, se publicó un decreto gubernamental por el que se lanzó el Diálogo Nacional. El gobierno anunció la creación de una comisión de 12 personas para organizar el diálogo, el cual reunirá a haitianos de todos los sectores, en todas las provincias, en el camino a las elecciones, con el propósito de fomentar la despolarización y facilitar la reconciliación. No obstante, el formato del Diálogo Nacional no contó con el beneplácito de todos los sectores.


Hablando desde Sudáfrica, el ex Presidente Aristide siguió alentando a sus partidarios a movilizarse a favor de su regreso. Fanmi Lavalas siguió expresando ambigüedad en cuanto a su participación en las elecciones y algunos de sus miembros instaron a boicotearlas, en tanto otros estimularon a sus partidarios a inscribirse, para el caso de que el partido decidiera participar. Aparte de las exhortaciones de Aristide, acatadas por muchos de sus seguidores en Haití, la situación del ex Primer Ministro Yvon Neptune siembra graves dudas en torno al proceso electoral. Al momento de prepararse el presente informe, Neptune inició su tercera semana de huelga de hambre en protesta porque la justicia no respetó las garantías judiciales, tras su detención en junio de 2004. Los partidarios de Lavalas manifestaron varias veces durante el período para exigir la liberación de Neptune y de otros detenidos pro Lavalas acusados de delitos políticos. Se prevé que el desenlace de la situación de Neptune afecte la situación electoral.  


Una Reunión Ministerial sobre la Ayuda a la Reconstrucción de Haití, convocada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Francia en Cayena, Guayana Francesa, el 18 de marzo, movilizó 782 millones de euros para 380 proyectos infraestructurales y sociales. Los donantes internacionales acordaron flexibilizar los procedimientos de desembolso para acelerar la ejecución de los proyectos y satisfacer las necesidades urgentes de la población haitiana. La reunión fue la continuación de la Reunión de Donantes de julio de 2004, celebrada en Washington, en la que se prometieron US$1.400 millones.
SITUACION DE SEGURIDAD, POLICIA NACIONAL DE HAITI (PNH) Y EX SOLDADOS DESMOVILIZADOS


La violencia urbana persistió en todo el período objeto del presente informe. El Consejo Electoral Provisional (CEP) fue blanco de dos ataques a comienzos de abril, en uno de los cuales un artefacto explosivo fue arrojado contra el edificio, causando daños a las instalaciones eléctricas en tanto, en el otro, un hombre armado abrió fuego contra el edificio durante las horas hábiles. Nadie resultó herido. El hombre armado también disparó contra los vehículos del alcalde del barrio Carrefour de Port-au-Prince, Gerard Mathieu, el 28 de marzo. En el mismo período, bandoleros incendiaron el mercado popular del centro, Croix des Bossales, causando numerosos daños.  La organización no gubernamental Médicos Sin Fronteras informó en abril que está tratando por mes unas 100 víctimas de heridas de armas de fuego en su clínica de Port-au-Prince.

Asimismo, efectivos de la MINUSTAH también sufrieron bajas en la violencia urbana; el 14 de abril, un soldado filipino resultó muerto de un disparo mientras patrullaba en Cite Soleil.

Los funcionarios de la PNH siguen siendo blanco de ataques por parte de ex soldados desmovilizados y pandillas; la administración de cárceles informó del homicidio de cuatro de sus oficiales tras un incidente del 19 de febrero en que una unidad de comando tomó por asalto la cárcel y liberó a cientos de detenidos. Un funcionario policial, de guardia en la residencia del Ministro de Justicia Bernard Gousse, resultó muerto a causa de disparos, el 22 de marzo, y el 28 del mismo mes, dos oficiales y un guardia de seguridad resultaron muertos a causa de disparos en una emboscada en el barrio Delmas de Port-au-Prince.  El homicidio sería obra de una alianza entre el autoproclamado líder de los soldados desmovilizados, Remissainthe Ravix, y el ex militante de Lavalas, Rene Jean Anthony (Grenn Sonnen).  


Tras el grave recrudecimiento de la violencia con armas de fuego que sacudió a varios barrios de la capital a fines de marzo y comienzos de abril, la PNH llevó a cabo un operativo para arrestar a Remissainthe Ravix y Rene Jean Anthony, el fin de semana del 9 y 10 de abril. El operativo dio lugar a un tiroteo en el que cayeron muertos Ravix y Anthony, hecho que trajo cierta moderación de la violencia en la ciudad. 


En el contexto de otros incidentes, el 20 de marzo, la MINUSTAH desalojó por la fuerza a ex militares que ocupaban el destacamento policial de Petit Goave, en el que perdió la vida un soldado de la MINUSTAH. El mismo fin de semana, otro efectivo de la Misión fue muerto en la Planicie Central por miembros de las ex fuerzas armadas de Haití (ex-FADH), en represalia por el incidente de Petit Goave.  Asimismo, en la Planicie central, un anuncio del líder de los soldados movilizados Joseph Jean-Baptiste de que su grupo se desarmaría no se materializó, debido a la tirantez entre los ex miembros de las FADH, la PNH y la MINUSTAH, tras el arresto de ex miembros de las FADH, el 25 de abril.

A lo largo del mes de abril, se registró un incremento de los secuestros de personalidades, incluido un cardiólogo prominente, directores de escuela, Jean-Enol Buteau, Secretario General del Movimiento para la Reconstrucción Nacional, un empleado civil ruso de la MINUSTAH y un oficial de la PNH del cual no se brindó el nombre. Este fenómeno también fue observado en Cap Haitien. La mayoría de las víctimas de secuestro fueron liberadas contra el pago de rescate y algunos lograron huir o fueron liberados por la policía, con asistencia de la MINUSTAH. Los relatos de las víctimas sugieren que funcionarios de la PNH podrían estar involucrados en algunos secuestros. El gobierno provisional declaró que el secuestro sería sancionado con cadena perpetua y la unidad antisecuestros de la PNH intensificó sus acciones para detener a los involucrados en tales actos. A mediados de mayo, se habían efectuado más de 30 arrestos de personas implicadas en secuestros, incluido un funcionario policial en actividad, que fue arrestado en conexión con secuestros en Cap Haitien.

DERECHOS HUMANOS Y ADMINISTRACION DE JUSTICIA


La detención del ex Primer Ministro Yvon Neptune siguió siendo causa de grave preocupación y motivo de marcada división entre la comunidad internacional y las autoridades haitianas. Aquella reclama un juicio imparcial y rápido del Sr. Neptune o su inmediata liberación, en tanto las autoridades haitianas insisten en que el juez de primera instancia es la única persona con autoridad para ordenar la liberación o la continuación de la detención. El Secretario General Interino de la OEA Luigi Einaudi expresó la opinión de que el caso del ex Primer Ministro plantea una amenaza política fundamental para la evolución de los acontecimientos en Haití y manifestó también su preocupación por la salud y la situación general del Sr. Neptune, quien ingresó en la tercera semana de su segunda huelga de hambre. Tras casi nueve meses en prisión, las autoridades trasladaron al Sr. Neptune al Tribunal de Saint Marc por primera vez, en violación de la constitución, que establece que el juez debe dictaminar sobre la legalidad del arresto dentro de las 48 horas. No obstante, no se celebró audiencia, pues el juez no había citado al acusado ese día, ni el Sr. Neptune había contado con tiempo para preparar la defensa. A fines de abril, como reacción al rápido deterioro de la salud del Sr. Neptune, el gobierno propuso que el ex Primer Ministro fuera transferido a la República Dominicana para recibir atención médica. El Sr. Neptune se negó a ser evacuado sin que se desestimaran los cargos que se le imputan; anunció que continuaría con la huelga de hambre si no se satisfacía esa condición. El 4 de mayo, el Secretario General Interino propuso al Consejo Permanente la formación de una comisión mixta haitiana e internacional integrada por un jurista haitiano, un jurista internacional y un experto forense, para superar el estancamiento del caso, en la esperanza de que el Gobierno de Haití y el Sr. Neptune aceptaran. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también manifestó preocupación por el caso y por la prolongada detención previa al juicio de la mayoría de los detenidos del país. Otros acusados en el caso de La Scierie fueron llevados ante el juez de primera instancia por primera vez tras varios meses de detención. El ex Ministro del Interior Jocelerme Privert y el ex diputado de Lavalas Amanus Mayette fueron llevados a Saint Marc con un anuncio previo de escasas horas, lo que no dio tiempo a que contaran con la presencia de sus abogados. Estos se quejaron ante la Misión Especial, señalando que la prolongada detención ilegal les impedía presentar sus candidaturas y hacer campaña en las elecciones. A la fecha de la preparación del presente informe, se mantienen las comunicaciones pero no ha habido respuesta formal del Gobierno ni del Sr. Neptune.


La Corte Suprema revocó 14 condenas en el caso Raboteau, una matanza de 1994 en un barrio pobre de Gonaives, de la que, en 2000, fueron hallados culpables y condenados 37 ex militares y paramilitares, en un juicio de gran notoriedad que contó con amplia asistencia técnica internacional para la preparación y las investigaciones forenses. La Corte Suprema revocó las 14 condenas en base a que los acusados habían sido declarados culpables por un jurado. La Corte sostuvo que el juicio debía celebrarse sin jurado, citando una ley de 1928 que establece una variante con respecto a la Constitución de 1987, que establece que todos los casos de homicidio (crimes de sang) deben ser juzgados por un jurado.  La Corte ordenó la liberación de los 13 detenidos (uno de ellos falleció en la cárcel).  Sin embargo, las acusaciones originales contra los 14 no fueron levantadas y la Corte ordenó un nuevo juicio.  El avance de este nuevo juicio será un barómetro del compromiso real de las autoridades por garantizar la justicia a las víctimas en este caso y a sus familias.


Durante el período objeto de examen, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el experto independiente de la ONU sobre Haití, Louis Joinet, expresaron preocupación por la práctica de prolongadas detenciones previas al juicio en el país.  Durante su visita de abril, la Comisión observó que, de 1.054 detenidos de la Penitenciaría Nacional, sólo nueve habían sido procesados y condenados.  Las organizaciones de derechos humanos haitianas también denunciaron a mediados de mayo que ninguno de los reclusos de la cárcel de Petionville había sido condenado.  


Las organizaciones de derechos humanos de Haití denunciaron la pérdida de vidas de civiles inocentes en operativos policiales.  El 27 de abril, nueve personas perdieron la vida a causa de disparos, cuando la policía abrió fuego contra una manifestación pro Aristide.  Existen versiones contradictorias, pero el Comité de Abogados para el Respeto de las Libertades Individuales (CARLI) denunció que la manifestación estaba infiltrada por personas armadas y que la policía disparó contra la multitud, dando muerte a algunas personas desarmadas.  El periodista Robenson Laraque murió en un hospital de Cuba el 4 de abril, tras resultar herido en un fuego cruzado entre la MINUSTAH y los ex militares, en Petit Goave, el 20 de marzo.  La PNH también fue criticada por excesos en las operaciones para arrestar a sospechosos de secuestros. La Misión Especial de la OEA también planteó a las autoridades policiales una situación ocurrida en Saint Raphael, al norte, donde se observó la presencia de agentes de policía no oficiales.  En el mismo destacamento policial, la Misión observó a tres personas acusadas de delitos que llevaban 43 días detenidas irregularmente en calabozos policiales, período durante el cual denunciaron haber sido duramente golpeados por agentes de la PNH.

ELECCIONES 


Continuó la preparación de las elecciones, aunque a un ritmo lento. Con el telón de fondo de conjeturas y rumores de que las elecciones serían sin duda postergadas, figuras clave como el Primer Ministro Interino y miembros del CEP salieron a defender el calendario electoral y a subrayar la determinación de celebrar las elecciones en fecha.


El avance más importante en el período fue el inicio de la inscripción de electores, el 25 de abril, en la ciudad de Gonaives, Departamento de L’Artibonite, elegida por el CEP por su simbolismo nacional, como lugar donde nació la independencia de Haití. A la fecha, se han abierto con éxito en distintas partes del país 13 oficinas de inscripción, con no menos de una oficina en cada capital provincial y en algunas localidades rurales, las cuales, en conjunto, cubrirán la inscripción de cerca del 20% de los ciudadanos habilitados. El CEP ha expresado, en general, su satisfacción por la evolución del proceso en los centros ya en funcionamiento y los informes de los medios de comunicaciones han sido favorables. En respaldo de este proceso, el Programa de la OEA para la Asistencia Técnica Electoral a Haití viene trabajando intensamente en el despliegue del equipo necesario en estos sitios, el adiestramiento del personal necesario, que ha sido contratado por el CEP a tales efectos, y el seguimiento de la actividad de inscripción en el terreno para asegurar el orden de las operaciones técnicas.


Los centros de inscripción han informado de muy escasos problemas técnicos. La tasa de inscripción en los centros operativos es buena, pese a que ha habido poca información pública sobre el proceso, ya que el CEP lanzó sus campañas de información apenas el 16 de mayo. Hasta ahora, se ha observado una participación equitativa por parte de todos los grupos etarios. Sin embargo, hasta la fecha, la participación femenina ha sido de menos del 25%. El Programa de la OEA ha planteado esta situación públicamente y ha exhortado a las empresas contratadas por el CEP para realizar campañas de información pública a promover una mayor participación de las mujeres.


El plan de la OEA, adoptado por el CEP, tenía el propósito de dotar al Consejo Electoral con capacidad para inscribir hasta 4,4 millones de electores en cuatro meses, con unos 400 centros de inscripción operativos en todo el país y la posibilidad de abrir nuevos centros con el transcurso del tiempo, de ser necesario. La legislación electoral haitiana fija el plazo del 9 de agosto de 2005 para concluir la inscripción, es decir, dos meses completos antes del primer acto electoral, que corresponde a las elecciones municipales, fijadas para el 9 de octubre. Al comenzar la inscripción a fines de abril, el tiempo disponible para esa tarea se redujo a algo más de tres meses, y la mayoría de los centros aún no abrieron en las distintas zonas del país.


Este ritmo lento de apertura de los centros se debe a demoras, primordialmente en la preparación de la infraestructura, a la falta de personal de seguridad adecuado para brindar seguridad estática a los centros y a la falta de personal suficiente para las operaciones. El CEP creó una Comisión de Seguridad y la MINUSTAH, a través del apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS), se ha empeñado en preparar un servicio de seguridad para el período de inscripción y para las propias elecciones, principalmente mediante la contratación de “agentes de seguridad electoral”. Entretanto, la seguridad básica para los centros de inscripción abiertos es brindada transitoriamente por efectivos militares de la MINUSTAH, CIVPOL (asesores civiles internacionales de policía) y la PNH. Los planes de seguridad definitivos y el ámbito de cobertura dependerán de los recursos financieros que estén en última instancia disponibles. También se ha subcontratado a UNOPS para ayudar al CEP en la preparación de la infraestructura adecuada de los centros de inscripción, muchos de los cuales serán posteriormente utilizados como oficinas electorales departamentales y comunales.


El CEP, tras un lento comienzo, ha acelerado la contratación de personas para la inscripción. Entretanto, el Programa de la OEA para la Asistencia Técnica Electoral ha ajustado su plan de emplazamiento de equipo para aportar equipo adicional destinado a la apertura de más puestos de inscripción en los centros de inscripción más grandes, con lo que se permite en los mismos la inscripción de más personas en menos tiempo, en tanto se espera la apertura de más puntos de inscripción. El Programa de la OEA también viene actuando en estrecho contacto con el CEP y la ONU para establecer una lista de lugares prioritarios para la apertura de los próximos centros, que se destinarán a las zonas de mayor densidad demográfica, a fin de cubrir los mayores bolsones de ciudadanos que deberán ser inscriptos, en tanto se procura la apertura acelerada de centros más pequeños en las zonas menos densamente pobladas, a fin de brindar un acceso equitativo a la inscripción a los habitantes de puntos más alejados y escasamente poblados. Por último, el Programa de la OEA observó con satisfacción el lanzamiento, el 16 de mayo, de la campaña de educación cívica e información pública


El Programa de la OEA para la Asistencia Técnica Electoral a Haití participa actualmente en reuniones diarias con el CEP y la ONU con miras al lanzamiento completo de la inscripción de electores.  Los representantes locales de la comunidad internacional de donantes también han manifestado su decidido interés en mantener reuniones frecuentes con el CEP y las organizaciones de apoyo técnico a fin de obtener información actualizada sobre el proceso y las dificultades,  y en seguir apoyando al proceso electoral de Haití.


El propio presupuesto de las elecciones ha sido una cuestión importante que requirió la plena cooperación entre las contrapartes durante este período. En conjunto, las organizaciones ejecutivas tuvieron una actuación intensa con los países e instituciones donantes para analizar y detallar el presupuesto, que registró un incremento de US$44 millones a US$61 millones, necesario para hacer frente a los gastos adicionales de seguridad, educación cívica, infraestructura, transporte terrestre y equipo de tecnología de la información, para lo cual eran insuficientes las previsiones originales o los gastos resultaron mayores, al reducirse el tiempo disponible para la inscripción y la preparación de las elecciones en sí. El 12 de mayo, el Primer Ministro Latortue, el CEP y los jefes locales de la OEA, el PNUD y la MINUSTAH firmaron un documento de proyecto conforme al cual el PNUD gestionará los fondos electorales. Se trata de una versión actualizada del proyecto del 10 de enero, a efectos de incluir el presupuesto revisado de US$60,7 millones y reconocer el depósito de la contribución de la UE de 10 millones de euros.


El Programa de Asistencia Técnica Electoral se reunió en este período con tres consultores canadienses, enviados a Haití en misiones relacionadas con las elecciones para evaluar la evolución de la situación. El Sr. Ron Gould fue encargado específicamente de la tarea de examinar y revisar la situación presupuestaria de las elecciones y del proceso electoral en general y de informar al respecto. El Sr. Gould recomendó asignar gran prioridad a la inscripción de electores y a la emisión de tarjetas nacionales de identificación. Desde el informe del Sr. Gould, varias entidades gubernamentales que participan en la inscripción de ciudadanos y en la emisión de tarjetas de identidad, conjuntamente con el CEP y con la asistencia de la ONU y la OEA, ya han preparado y presentado a la aprobación del Consejo de Ministros un decreto en que se señala la tarjeta de identidad referida en la ley electoral como documento obligatorio y se especifica su uso adicional (aparte de la votación) en las actividades civiles, políticas y comerciales cotidianas. La aprobación de este decreto será sumamente importante para el proceso de inscripción, dado que la posibilidad de obtener sin cargo alguno una tarjeta de identificación durable, confiable y con múltiples propósitos será para muchos un nuevo incentivo para inscribirse.

CONCLUSIONES


El desempeño del gobierno de transición será evaluado primordialmente por la credibilidad de las elecciones, fijadas para octubre y noviembre de 2005. Una condición esencial de la aceptabilidad de las elecciones es la creación de un ambiente favorable que asegure a la población que podrá ir a las urnas sin obstáculos ni temores. El gobierno tiene que elaborar un amplio plan de seguridad que brinde garantías razonables para las elecciones. Los progresos obtenidos hasta la fecha en la inscripción de electores es un signo alentador, aunque el ritmo de apertura de los centros de inscripción debe ser decididamente acelerado a efectos de que el CEP cumpla el plazo de agosto para terminar la inscripción.  El Secretario General reitera el compromiso de la OEA con el proceso y exhorta al CEP, a la ONU y al Gobierno a actuar de consuno para eliminar cuanto antes los obstáculos existentes, aumentar el ritmo de apertura de los centros de inscripción y acelerar así el proceso de inscripción.  Es imperativo seguir fortaleciendo la cooperación entre las principales contrapartes que conducen y/o apoyan el proceso de inscripción para que este se realice plenamente.
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El período de transición ofreció una oportunidad única para dejar atrás las prácticas del pasado y crear un sistema judicial cimentado en la Constitución de Haití y en los principales instrumentos interamericanos e internacionales de derechos civiles y derechos humanos.  El Secretario General reitera su preocupación por la persistente situación de prolongadas detenciones previas al juicio y otras prácticas que equivalen a violaciones flagrantes de los derechos humanos en Haití.  Por último, la situación económica que sigue afectando adversamente la vida de la mayoría de los haitianos es motivo de honda preocupación. El Secretario General reafirma el artículo 11 de la Carta Democrática Interamericana, en el que se proclama que “la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente”.  Es con el espíritu de ese instrumento que el Secretario General exhorta una vez más a los donantes a cumplir sus promesas formuladas en Washington en 2004 y reiteradas en Cayena, a comienzos de este año, y a acelerar el desembolso de fondos imperiosamente necesarios para la ejecución de proyectos.  Al mismo tiempo, insta también al Gobierno de Haití a adoptar las medidas necesarias para facilitar el desembolso de los fondos, estableciendo los procedimientos y mecanismos necesarios para satisfacer los requisitos de la comunidad internacional de donantes.


De acuerdo con los mandatos de la Asamblea General y el Consejo Permanente, el Secretario General seguirá poniendo a disposición del Gobierno y el pueblo haitianos todos los recursos necesarios y disponibles para fomentar el pleno restablecimiento de la democracia en Haití.
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